Disciplinary liability of public officials: an introductory study by Montero Cartes, Cristian





La responsabilidad disciplinaria de 
los funcionarios públicos: un estudio 
introductorio**
Disciplinary liability of public officials: an introductory study 
Resumen
Frente a la irrupción del Derecho administrativo sancionador, producto del arduo 
debate doctrinario y jurisprudencial, al que hemos asistido estos últimos años, el 
autor precisa unas líneas para contribuir al escaso -por no decir inexistente-, trata-
miento dogmático de la responsabilidad disciplinaria de los funcionarios públicos 
de nuestro país.
siendo un estudio introductorio, se abordan, como temas principales, la naturaleza 
y fundamento de la potestad disciplinaria, así como también, los presupuestos de la 
responsabilidad administrativa. 
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abstract
Faced the irruption of the administrative Disciplinary Law, product of hard doctrinal 
and jurisprudential debate that we have seen in these recent years, the author specifies 
lines to contribute with a limited- for do not say nonexistent- dogmatic treatment of 
disciplinary accountability of public servants of our country.
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as an introductory study it is addressed as key issues, the nature and basis of the 
disciplinary authority, as well as also of administrative liability.
Key words
Disciplinary authority – Disciplinary accountability of Public servants – Disciplinary 
Regime – administrative Liability
En la república no debe haber funcionarios irresponsables.
La responsabilidad de todos es una base fundamental e inamisible del régimen democrático. 
La altura que ciertos funcionarios ocupan en la jerarquía del Estado no les ampara. 
Si ningún hombre puede eximirse de responsabilidad moral cuando ejecuta actos morales,
 tampoco puede eximirse de personalidad jurídica cuando ejecuta actos jurídicos.
Seamos o no funcionario, todos debemos responder de aquellos actos ejecutados deliberado y 
libremente, y por lo mismo, cuando mayor sea la autoridad de que estemos investidos,
 mayor será la responsabilidad que estaremos amenazados.
Valentín Letelier1 
i. introducción
La admisión de la responsabilidad del estado, impensada o, al menos, inaceptable en 
el estado autoritario, no ha sido una conquista relativamente reciente del estado de 
Derecho, transformándose paradójicamente a la postre en un elemento esencial de éste2.
Fue la irrupción del estado de Derecho y uno de sus pilares, el principio de juridicidad 
o, según algunos, de legalidad producto del dogma rousseauniano de la voluntad ge-
neral3 y posteriormente perfeccionada por obra de la doctrina alemana, la que implicó 
un profundo cambio sobre la materia, aún cuando en un comienzo no fue del todo 
visible como consecuencia de la idea de que el estado sólo subrogaba al príncipe, 
heredando los privilegios propios de éste.
Con la consolidación de la noción del estado de Derecho, el principio de juridicidad 
y de responsabilidad, se han trasformado en pieza clave del articulado de aquel, de tal 
1 Dictamen de 20 de julio de 1896, citado por Pantoja Bauzá, Rolando, Estatuto Administrativo Interpretado. 
Tomo II (séptima edición actualizada, santiago, editorial Jurídica de Chile, 2008), p. 878.
2 sobre el Particular, véase: santiago tawil (1989), p. 18 y sgtes; Huepe artígas (2006), p. 24 y sgtes. 
3 Criticando esta concepción de voluntad General se ha sostenido que “todo poder emana de Dios, lo reconozco, 
pero toda enfermedad también. ¿estará prohibido, por ello, recurrir al médico?”. en el mismo sentido que 
Jellinek; si el poder político fuese omnipotente -dice Jellinek- podría suprimir el orden jurídico, introducir la 
anarquía y, en una palabra destruirse, a sí mismo. el poder estatal encuentra una limitación en la necesidad de 
ser jurídico, es decir, un poder cuyo ejercicio se haya normativamente regulado. el estado puede, es verdad, 
elegir su Constitución; pero es imprescindible que tenga alguna. La anarquía es una posibilidad de hecho, no de 
derecho.” Jellinek (1958), p. 647 y sgtes.
113R e v i s t a  d e  d e R e c h o  p ú b l i c o  /  v o l .  8 2
la responsabilidad disCiplinaria de los funCionarios públiCos: un estudio introduCtorio
forma que en la actualidad no se puede concebir un estado irresponsable o no sujeto 
al principio de juridicidad, pues atentaría con las bases mismas del estado moderno, 
al ser estado de Derecho e irresponsabilidad conceptos contrapuestos e irreductibles.
así, García de enterría y Fernández Rodríguez, han puntualizado que el “principio de 
legalidad y el de responsabilidad patrimonial de los entes públicos constituyen los dos 
grandes soportes estructurales del Derecho administrativo, cuyo equilibrio, amenazado 
siempre por el peso inicial de las prerrogativas del poder, depende, justamente, de su 
correcto juego”4. 
en ese contexto, en lo que a este trabajo interesa, la jurisprudencia judicial y admi-
nistrativa, empujada por la doctrina5, han introducido una serie de criterios que, con 
carácter general, proceden de la extrapolación6 de los principios generales del Derecho 
Penal al ámbito sancionador administrativo. se trata, en efecto, de elementos claves en 
la interpretación y proyección del Derecho Penal, que han sido aplicados al Derecho 
administrativo sancionatorio, basado en la tesis según la cual la facultad sancionatoria 
de ésta es, junto a la potestad punitiva penal, una de las manifestaciones del iuspuniendi 
del estado7, razón por la cual se ha entendido que los principios del Derecho Penal 
son aplicables, con matices, al Derecho administrativo sancionador.
siguiendo tal predicamento, la Corte suprema en forma reiterada –con cierta precisión 
formulada recientemente8–, ha afirmado que si bien las sanciones administrativas 
y las penas difieren en algunos aspectos, ambas pertenecen a una misma actividad 
sancionadora del estado el llamado iuspuniendi estatal y están, con matices, sujetas 
al estatuto constitucional establecido en el N° 3° del artículo 19 de la Carta Política9.
4 García de enterría y Fernández Rodríguez (2004), p. 358.
5 Por todos, véase: Cordero Quinzacara (2014), el cual aborda con detalle la doctrina y jurisprudencia existente 
sobre la materia.
6 La técnica jurídica que debe emplearse en tal proceso -en el evento de detectarse alguna laguna normativa-, sería 
“la vía de asimilación o analogía o bien por la vía de la recurso a la equidad. en ambos casos, la solución debe ser 
para todos los casos similares y permitir así cumplir con el principio de igualdad, consagrado constitucionalmente”. 
Bermúdez soto (2012), p. 120. 
7 en este punto, el tribunal Constitucional ha indicado: “Que los principios inspiradores del orden penal 
contemplados en la Constitución Política de la República han de aplicarse, por regla general, al derecho 
administrativo sancionador, puesto que ambos son manifestaciones del iuspuniendi propio del estado.” (tribunal 
Constitucional (1996) Rol 244-1996, considerando 9º)…y que “…aun cuando las sanciones administrativas 
y las penas difieran en algunos aspectos, ambas forman parte de una misma actividad sancionadora del estado 
y han de estar, en consecuencia, con matices, sujetas al mismo estatuto constitucional que las limita en defensa 
de la igual protección de la ley en el ejercicio de los derechos.” (tribunal Constitucional, 2006, Rol 479-2006, 
considerando 8º).
8 así, en un fallo de octubre de 2014, la Corte suprema, asumiendo la existencia de una precariedad o, derechamente, 
ausencia normativa en la regulación de las sanciones administrativas, concluye que “dicha carencia legislativa y 
el común origen de ambas sanciones no autorizan para aplicar de manera automática las normas y principios 
propios del derecho penal al derecho administrativo sancionador, sino que tal aplicación debe efectuarse dentro 
de los márgenes del procedimiento administrativo en general y del sancionatorio en particular, sin perder de 
vista el contexto que tuvo en vista el legislador para optar por una u otra sanción”, y ello “se debe tener en cuenta 
aquellos aspectos del derecho administrativo sancionador que le confieren a esta rama una fisonomía propia y 
que justifican su regulación autónoma en relación con el derecho penal.”Corte suprema, Rol N° 1.079-2014, 
caratulada “Fisco de Chile con Dörr Zegers, María teresa y otros”, sentencia de fecha 30 de octubre de 2014.
9 Corte suprema, Rol 1855-2013, caratulada “Zegers Domínguez, Juan Francisco con svs”, sentencia de fecha 
13 de junio de 2014.
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en igual línea, sánchez Morón ha señalado que “la doctrina y la jurisprudencia, 
salvo excepciones, vienen insistiendo últimamente en que todas las manifestaciones 
punitivas del estado, incluidas las que confiere el derecho disciplinario, tienen un 
fundamento común, se explican y justifican en virtud de un mismo iuspuniendi, de 
donde se deduce que les son aplicables a grosso modo los mismos principios y reglas, 
por lo general extraídas de la dogmática del derecho penal”10.
sin embargo, tal como lo hemos sostenidos en otro trabajo11, mientras la atención se ha 
centrado por completo en el Derecho administrativo sancionador general, los estudios 
dogmáticos sobre el régimen disciplinario de los funcionarios públicos en Chile no han 
encontrado, ciertamente, una recepción paralela. esta ausencia de reflexión sistemática 
en el estudio de la responsabilidad disciplinaria12 es desde luego cuestionable, sobre 
todo desde el prisma de la vigencia efectiva de las garantías sustantivas del Derecho 
Disciplinario de los funcionarios públicos. así, los trabajos doctrinarios existentes 
sobre el tema13, se basan principalmente en lo que la jurisprudencia administrativa, 
léase Contraloría General de la República –y, en menor medida, los dictámenes de la 
Dirección del trabajo–, han establecido como Derecho Disciplinario, o bien presen-
tan el problema de que analizan el estatuto administrativo anterior, D.L. N° 338, de 
196014, pero sin referencias al texto vigente15.
en tal orden, el objetivo del presente trabajo es esbozar algunas líneas generales, a ma-
nera de introducción, acerca de la responsabilidad administrativa, a fin de determinar 
la naturaleza y el fundamento de las infracciones disciplinarias y, particularmente, los 
presupuestos que hacen procedente el ejercicio de la potestad disciplinaria y, en su 
caso, la consecuente imposición de una sanción a un servidor público. 
así, a la postre se pretende poner de relieve la necesidad de examinar el régimen discipli-
nario de los agentes del estado, en concordancia con las doctrinas que abogan para que 
éstos tengan similares resguardos a los que establece el Derecho Penal a los justiciables, 
de parte del ordenamiento jurídico, extendiendo su aplicación ya no sólo al Derecho 
administrativo sancionador general, sino que también al Derecho Disciplinario de 
los funcionarios públicos, con las matizaciones que sean propias de su naturaleza. 
10 sánchez Morón (2008), p. 300.
11 Montero Cartes (2015). 
12 se ha discutido el correcto empleo de la expresión “responsabilidad administrativa” o bien “responsabilidad 
disciplinaria”. algunos autores prefieren hablar de responsabilidad como “responsabilidad disciplinaria”, por 
cuando se trata de la responsabilidad personal en que incurren los funcionarios públicos cuando infringen su 
régimen de deberes funcionarios, y no de “responsabilidad administrativa” que eventualmente le puede caber a la 
administración o al estado como institución política general a consecuencia de sus actuaciones. se considera esta 
responsabilidad como responsabilidad profesional y, además, se la sindica como una forma especial o especie de 
responsabilidad administrativa. vid. schiessler (1982), i, p. 21. en contra véase, Marienhoff (1995), p.408, 
quien, citando una serie de autores, sostiene que ambas expresiones son sinónimas.
 Para los efectos del presente estudio, se utilizarán como términos equivalentes. 
13 sin perjuicio de que cada trabajo constituya un aporte importante al avance de esta disciplina. véase: Ojeda Ojeda 
(2009); Barra Gallardo y Celis Danzinger (2009); Celis Danzinger y Barra Gallardo (2009); y Pantoja 
Bauzá (2007); aldunate Ramos (2013); Poblete vinaixa (2014); Celis Danzinger (2014), pp. 439.
14 Publicado en el diario Oficial N° 24.613, de 6 de abril de 1960.
15 seguel Cáreces (1965); schiessler (1982).; y soto Kloss (1975).
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el asunto planteado reviste particular importancia, por cuanto actualmente no existen 
reflexiones sistemáticas de parte de la doctrina, primero, de la potestad disciplinaria, 
como tampoco, de los presupuestos de esta responsabilidad administrativa, lo que 
impide a los servidores públicos efectuar una adecuada defensa en aquellas situaciones 
en que pudiere alegarse su sobreseimiento o absolución según corresponda, atendido 
precisamente a dichos presupuestos no concurren en el caso de que se trate. 
en tal sentido, como objetivos específicos16 nos proponemos: a) identificar y exponer 
brevemente la naturaleza y fundamento de la potestad disciplinaria en el derecho admi-
nistrativo chileno; b) analizar el tratamiento doctrinario respecto de los presupuestos de 
la responsabilidad administrativo, así como también, la jurisprudencia administrativa 
y judicial; y, c) formular algunas conclusiones sobre el tema en examen.
Con todo, es menester hacer presente que atendida la acotada extensión que debe tener 
un trabajo de esta naturaleza, no se pretende en caso alguno agotar el tema en estudio.
ii. Cuestiones preliminares
1. el poder disciplinario y el fundamento de la responsabilidad 
administrativa
el término disciplina, en lo que a nosotros interesa, expresa un doble significado. Por 
un lado, es la “doctrina, instrucción de una persona, especialmente en lo moral”, y 
por otro, se hace referencia a “observancia de las leyes y ordenamientos de la profesión 
o instituto”17. Desde el punto de vista jurídico, es importante la acepción de la disci-
plina como relación intersubjetiva entre quien pretende la observancia de una regla 
y quien viene obligado a respetarla. en particular, importa el concepto más amplio 
como un conjunto de reglas a las que debe conformarse la conducta de un individuo 
en las relaciones con otro18.
ahora bien, en cualquier organización, la disciplina es indispensable para mantener 
el orden y, en última instancia, para alcanzar los fines perseguidos por esa entidad. en 
otros términos, el poder disciplinario es un pilar fundamental sobre el que descansa 
la organización de toda institución, sea está pública o privada. afirmación esta última 
16 Para ello, se recurrirá a los textos positivos que regulan la materia, entre ellos, la Constitución Política de la 
República; la ley N° 18.834, Código del trabajo; y el Código Penal, a fin de identificar y sistematizar las causales 
de extinción de esta responsabilidad. asimismo, se efectuará un estudio bibliográfico de la doctrina nacional 
que ha abordado el tema planteado. al mismo tiempo, a objeto de contrastar posiciones, se utilizará el recurso 
al derecho comparado de argentina y españa, considerando la influencia que la literatura jurídica de aquellos 
países ha ejercido en nuestra dogmática. Por último, se recopilará y analizará la jurisprudencia administrativa 
-léase, dictámenes Contraloría General de la República- y algunas sentencias de los tribunales superiores.
17 Diccionario de la Real academia de la lengua (1992), edición N° 22, Madrid.
18 Cfr. Marina Jalvo (2006), p. 27.
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que adquiere más fuerza, si se considera que nos referimos a la administración del 
estado, habida cuenta de sus fines y naturaleza19.
en efecto, junto con la obligación de prestar sus funciones en forma continua y per-
sonal20, el poder disciplinario en la administración del estado garantiza otras acciones 
que vienen dadas, precisamente, por el hecho de que los funcionarios pertenecen a 
una institución. De allí que obligaciones tan elementales como el deber de obediencia 
de las instrucciones impartidas por el superior jerárquico21, aparecen fundamentales 
como medio para alcanzar la cohesión interna y colaboración entre los miembros de 
la organización22, así también, como un efecto propio de la tradicional concepción de 
la función pública como un vínculo estatutario23.
en tal orden de consideraciones, se advierte que la potestad disciplinaria se extiende a 
toda conducta que pudiera comprometer los intereses y fines de ésta. incluso la vida 
privada es susceptible de ser fiscalizada, teniendo en cuenta los deberes especiales de 
dignidad y probidad deben observarse en todo momento24 y que el ejercicio de los 
derechos políticos, respecto de los determinados funcionarios públicos, fuera del horario 
de trabajo, están también limitados.25
Por ello, es que la doctrina ha definido la potestad disciplinaria como el poder que 
atribuye el ordenamiento jurídico a la administración para “reprimir, mediante la 
imposición de sanciones, las conductas antijurídicas que realizan las personas que 
19 La Constitución, en lo que interesa, dispone que el estado está al servicio de la persona humana y su finalidad 
es el bien común (artículo 1º, inciso 4º). al respecto, véase: Molina Guaita (2009), p. 58.
20 Letra a) del artículo 61 de la ley N° 18.834. 
21 Letra f ) del artículo 61de la ley N° 18.834. 
22 Cfr. Marina Jalvo (2006), p.9.
23 al respecto, véase: argandoña (1985), p. 274. sin perjuicio de ello, y aunque no es materia de este análisis, 
es necesario consignar que la Corte suprema, en forma paulatina, ha ido matizando los efectos de la naturaleza 
estatutaria de tal vínculo, afirmando que “entendido que la relación entre el funcionario público y el estado 
es una relación laboral, aunque sujeta a un estatuto especial, no resulta procedente privar a los primeros de un 
procedimiento que está llamado a determinar el cumplimiento o la vigencia de derechos fundamentales en la 
relación de trabajo, por el sólo hecho de que las referidas normas asocien el término empleador a un contrato 
de trabajo -y no a un decreto de nombramiento- o se refieran al empleador como a un gerente o administrador, 
olvidando que el estado, en su relación con los funcionarios que se desempeñan en los órganos de la 
administración, ejerce funciones habituales de dirección -términos que utiliza el artículo 4°citado- como lo hace 
todo empleador, lo que no es incompatible con el hecho de que se trate de órganos destinados a desempeñar una 
función pública”. Corte suprema, causa Rol N° 10.972-2013, caratulada “Bussenius Cornejo contra la Central 
de abastecimientos del sistema Nacional de servicios de salud”, sentencia de fecha 30 de abril de 2014. 
24 Marina Jalvo (2006), p.29.
25 “en el desempeño de la función pública, los empleados estatales, cualquiera sea su jerarquía y el estatuto jurídico 
que los rija, están impedidos de realizar actividades de carácter político contingente y, en tal virtud, v. gr., no 
pueden hacer proselitismo o propaganda política, promover o intervenir en campañas o participar en reuniones 
o proclamaciones para tales fines, ejercer coacción sobre los empleados o los administrados con el mismo objeto 
y, en general, valerse de la autoridad o cargo para favorecer o perjudicar, por cualquier medio, tendencias o 
partidos políticos. en razón de iguales fundamentos, es también ilícito usar para los indicados propósitos, los 
recursos públicos y, asimismo, los bienes fiscales, municipales o de otras entidades estatales…Por el contrario, al 
margen del desempeño del cargo, el empleado, en su calidad de ciudadano, se encuentra planamente habilitado 
para ejercer los derechos políticos consagrados en el artículo 13 de la Carta Fundamental, sin perjuicio de la 
prohibición que, sobre esta materia, afecta al personal del servicio electoral de acuerdo a lo dispuesto en los 
artículos 97 de Ley N° 18.556, sobre sistema de inscripciones electorales, y 18 de Ley N° 18.603, sobre Partidos 
Políticos.” (Dictámenes N°s. 30.157, de 2005 y 42.662, de 2000).
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trabajan para ella, esto es, los funcionarios públicos, siempre que tales conductas 
tengan lugar en el marco de la relación de servicio de éstos con aquélla”26. también 
está la definición más amplia, en virtud de la cual se incluyan todos los supuestos en 
que los ciudadanos se encuentran vinculados con la administración por una relación 
de sujeción especial, entendida como una “acentuada dependencia que se establece a 
favor de un determinado fin de la administración Pública”27.
De esta forma, tal poder de la administración Pública inherente a su organización 
tiene por objeto castigar las conductas de los funcionarios públicos constitutivas de una 
infracción a la relación del servicio y que determinan una inadecuada satisfacción de 
los intereses públicos que la administración Pública, como entidad, tiene encomen-
dados28. en ese sentido, el procedimiento disciplinario se convierte en una potestad 
doméstica de la administración sobre sus empleados29.
establecido lo anterior, es menester pasar a explicar el fundamento del régimen dis-
ciplinario, materia que se ha discutido extensamente, toda vez que de su resultado 
derivan importantes consecuencias prácticas30.
así, Dromi sostiene que la responsabilidad del empleado público encuentra su 
fundamento teológico en la necesidad de la sociedad de contar con agentes con un 
adecuado nivel de idoneidad, acorde con las funciones que se le han encomendado, y 
que la comunidad halle una respuesta adecuada y eficiente frente a los actos lícitos y 
culpables de sus funcionarios. tiende a impedir que, amparados en su “función”, los 
individuos queden impunes frente al damnificado, la sociedad o el propio estado31. De 
igual modo, se ha concluido que el fundamento primero de la existencia de un régimen 
disciplinario reside en la necesidad que la administración tiene, como organización 
prestadora de servicios, de someter la disciplina interna de incluso su nombre y de 
asegurar que sus agentes cumplan las obligaciones de su cargo32.
Desde este punto de vista, el poder disciplinario de la administración guarda semejanza 
con las facultades disciplinarias del empresario. Pero el régimen disciplinario al que 
están afectos los funcionarios, tiene una profunda diferencia con aquél. en efecto, 
por una parte, porque el servidor público tiene, por la naturaleza de su actividad, 
una serie de deberes y obligaciones que no afectan a los empleados del sector privado, 
tales como incompatibilidad, imparcialidad, especial integridad, consideración con el 
público, secreto, discreción etc. son deberes que trascienden de la esfera del interés de 
26 suay Rincón, (1989), p.1.315, citado por Gómez tomillo y sanz Rubiales (2013), p. 249.
27 ibídem. 
28 Lafuente Benaches (1996), p. 15.
29 Nieto (1970), 63, p. 66.
30 Particularmente, en lo relativo a las garantías que debe tener el inculpado. en este punto, además, conviene 
señalar que la categoría “relaciones especiales de sujeción” o “sujeción especial”, que durante mucho tiempo se 
empleó para fundamentar las limitaciones de derechos y garantías de los funcionarios públicos en esta materia, 
desde hace mucho tiempo está en crisis y es criticada por la doctrina comparada. al respecto, Castillo Blanco 
(1992), pp. 146-153. 
31 Dromi (1998), p. 438.
32 sánchez Morón (2008), p. 300.
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la propia administración, como organización, y que afectan principios generales del 
orden constitucional. Por otra parte, porque el régimen disciplinario ha de establecer 
las garantías necesarias que eviten una utilización desviada o abusiva de la potestades 
sancionadoras de la administración, en beneficio de la igualdad de trato y de la im-
parcialidad de los empleados públicos33.
en concreto, en nuestro concepto, la finalidad de la responsabilidad administrativa no 
es otra que velar por el estricto y cabal cumplimiento del régimen de deberes aplicable 
al personal de la administración del estado, y mantener la disciplina en el marco del 
desempeño de las funciones públicas. Constituye así una verdadera forma de protección 
de la administración pública frente a los funcionarios y actuaciones internas que 
pueden ser contrarias a su correcto funcionamiento; busca en último término preservar 
la existencia de organizaciones fundamentales para el desarrollo de la colectividad 
nacional34. asimismo, sostenemos que la responsabilidad administrativa constituye 
también una garantía de los ciudadanos frente a un eventual obrar arbitrario o ilegal 
de parte de determinados servidores de la administración35, en el entendido que con 
ella se persigue el respeto de las normas jurídicas, convirtiendo así, como lo subraya 
el profesor Bernaschina, la responsabilidad de los funcionarios en una “conquista del 
respeto a la ley”36.
Con todo, más allá del fundamento mismo de esta responsabilidad administrativa, 
conviene consignar que la administración en el ejercicio de la potestad disciplinaria, 
como manifestación del iuspuniendi, debe observar los principios que informan la 
potestad sancionatoria del estado –con las matizaciones propias de su naturaleza–, 
por lo que su validez, en el contexto de un estado de Derecho respetuoso de los dere-
chos fundamentales, está condicionada al cumplimiento de la Constitución y de los 
principios en ésta consagrados.
en este sentido, como ha puesto de relieve la Contraloría General de la República37, 
el ejercicio de la potestad disciplinaria, como todo poder público, debe ceñirse rigu-
rosamente al principio de juridicidad consagrado en los artículos 6° y 7° de la Carta 
Fundamental, y 2° de ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de 
la administración del estado, vale decir, debe ajustarse al ordenamiento jurídico en 
toda su integridad, como también resguardar la garantía constitucional prevista en 
33 ídem.
34 en este sentido, la doctrina ha puesto de relieve el carácter instrumental de la potestad disciplinaria. así, se 
ha dicho que ella “se justifica en un poder coacción que necesita la administración para proteger su propia 
organización como titular de la misma frente a determinadas conductas de sus miembros… esta tiene pues, un 
marcado, carácter instrumental…” Lafuente Benaches (1996), p. 16-17.
35 León Duguit observa que: “se afirma por todas partes que el individuo tiene contra el estado derecho a la seguridad, 
es decir, a que se tomen las garantías en su favor contra la arbitrariedad. estás garantías se ven la separación de 
los poderes, en la responsabilidad de los funcionarios.” Las transformaciones del Derecho Público (traducción de 
adolfo Pasadas y Ramón Jaén), (segunda edición, Librería española y extranjera de Francisco Beltrán, Madrid, 
1926), p. 304, citado por Bastias Romo (1966), p. 5.
36 Bernaschina, Mario (1954), p. 260.
37 Dictamen N° 12.751, de 2005. 
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el artículo 19, N° 2, de la Ley suprema, lo que implica que la decisión adoptada sea 
justa, desprovista de discriminación y proporcional a la falta y al mérito del proceso.
antes al contrario, proceder de una manera diversa podría afectar garantías constitu-
cionales38 e, inclusive, generar responsabilidad patrimonial de la administración del 
estado por falta de servicio, como lo han declarado los tribunales de justicia39.
2. Naturaleza jurídica de la responsabilidad disciplinaria
actualmente, ya casi nadie desconoce las facultades de la administración para ejercer 
su potestad sancionadora en general40.
Como bien expresara Nieto, la potestad sancionadora de la administración es tan 
antigua como ésta misma y durante varios siglos ha sido considerada como un ele-
mento esencial de la policía. a partir del constitucionalismo, sin embargo, cambiaron 
profundamente las concepciones dominantes, puesto que el desprestigio ideológico 
de la policía arrastró consigo inevitablemente el de la potestad sancionadora de la 
administración cuya existencia terminó siendo negada en beneficio de los tribunales, 
a los que se reconocía el monopolio estatal de la represión, los tiempos, con todo, han 
seguido cambiando y hoy casi nadie se atreve ya a negar la existencia de tal potestad41.
ahora bien, la materia apuntada en este acápite constituye un ámbito que requiere de 
un tratamiento específico que desborda, con mucho, las posibilidades de un estudio 
de la naturaleza jurídica de la infracción administrativa. Por ello, nos limitaremos a 
exponer, brevemente, la tesis actual en el derecho comparado español sobre la materia, 
sin ánimo desde luego de exhaustividad. 
38 Corte suprema, causa Rol N° 1.635-2007, caratulada “saini Del Otero con servicio de salud Metropolitano”, 
sentencia de fecha 12 de junio de 2007, en Gaceta Jurídica (2007), N° 324, pp.31 y sgtes. 
39 “La falta de servicio de la demandada Gendarmería de Chile consistió en el defectuoso ejercicio, aún más de 
mala fe, de la potestad disciplinaria de que estaba investido el jefe superior de la institución, al involucrar en un 
sumario administrativo a un funcionario público que de antemano sabía que no tenía participación en los hechos 
ilícitos. vale decir, el órgano administrativo actuó irregularmente en la instrucción y tramitación del sumario 
administrativo, que incluso significó la aplicación sin fundamento de la medida de suspensión preventiva de 
funciones por casi un mes y la falta de cumplimiento de los plazos legales que reglan la duración de los sumarios, 
manteniendo en suspenso la precaria situación del sumariado más allá de los mismos. esta situación provocó 
en el funcionario una profunda depresión que lo hizo tomar licencia médica, en cuyo período se le detectó un 
cáncer, enfermedad que se vio agravada por aquel estado depresivo y, en definitiva, le ocasionó la muerte. tales 
hechos causaron daño al funcionario y a su pareja –la demandante–, habiendo nexo causal entre la actuación de 
la administración y el resultado lesivo”. Corte suprema, causa Rol N° 3.865-2013, caratulada “teresa Ojeda 
Uribe con Fisco de Chile”, sentencia de fecha 9 de diciembre de 2013.
40 Uno de los pocos que discuten su existencia es el Profesor soto Kloss, para quien el problema no está en la 
racionalidad en el ejercicio de la potestad punitiva –como lo plantean la mayor parte de los autores–, sino que 
derechamente en constitucionalidad y, por tanto, su existencia dentro de nuestro ordenamiento jurídico. en tal 
sentido, soto Kloss (2005), pp.29-49. 
41 Nieto García (1994), p. 22.
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al respecto, la doctrina española mayoritaria42 afirma que existe una idéntica na-
turaleza entre las infracciones disciplinarias y las faltas administrativas en general. 
así, se concibe que aquéllas constituyen una manifestación más del iuspuniendi del 
estado, partícipe de la naturaleza de la sanción administrativa, como el resto del 
derecho administrativo sancionador y, en consecuencia, sometido a los mismos prin-
cipios del Derecho Penal. tal identidad derivaría, a juicio de los profesores Gómez 
tomillo y sanz Rubiales43, de cuatro argumentos: 1) la finalidad última de ambos 
sectores del Derecho administrativo es el mismo: la tutela de bienes jurídicos; 2) 
el carácter aflictivo de las consecuencias asociadas a ambas clases de infracciones; 
3) las finalidades comunes a las consecuencias jurídicas derivadas de la comisión de 
infracciones administrativa generales y disciplinarias, esto es, la prevención; y, 4) la 
permeabilidad entre ambas44.
sin perjuicio de lo anterior, es menester advertir que dicha identidad45 no implica en 
modo alguno una necesaria coincidencia en la regulación material, ni en la formal o 
procedimental, razón por la que si bien los principios generales del Derecho adminis-
trativo sancionador se aplican al régimen disciplinario de los empleados públicos, ello 
procederá con algunos matices derivados de su especialidad y de las finalidades de éste46.
en tal orden de ideas, se sostiene que “las peculiaridades del derecho disciplinario, en 
el marco general del derecho sancionador, pueden (algunas de ellas deben) subsistir 
en la medida que tengan una justificación objetiva y razonable, es decir, en la medida 
de que sean funcionales y razonablemente necesarias para proteger los bienes jurídicos 
42 en ese línea, se constata que la evolución general de todos los derechos se ha dirigido o se está dirigiendo a una 
integración de los poderes disciplinarios entre los poderes sancionatorios generales, por lo que la “particularidad 
originaria de las sanciones disciplinarias ha concluido por conducir a una virtual identificación de su régimen 
con el resto de las sanciones administrativas”. García de enterría y Fernández (2004), p. 170. 
43 Gómez tomillo y sanz Rubiales (2013), p.250., en que se desarrollan cada uno de los conceptos vertidos. 
44 en un sentido contrario, se ha afirmado que el fundamento para la relajación que experimentan ciertas garantías 
del iuspuniendi del estado en el ámbito del ilícito disciplinario radica en que el injusto disciplinario no es ya 
un minus, sino un aliud, algo esencialmente diferente frente a lo injusto criminal, no obstante su similitud. al 
respecto, véase: Gómez tomillo y sanz Rubiales (2013), p. 249, en que se indican varios autores en tal línea. 
véase también: Ossa arbeláez (2009), pp.168 y sgtes. 
45 en un sentido similar parece haberse pronunciado cierta jurisprudencia judicial: “sin perjuicio que el sumario 
administrativo y la decisión sancionatoria que de él puede derivar son actos administrativos, ellos constituyen la 
materialización de la potestad sancionadora del estado…”Corte de apelaciones de santiago, Rol N° 4.226-2013, 
caratulada “Diego Hernández Cáceres con i. Municipalidad De Colina”, sentencia de fecha 18 de agosto de 2014. 
 asimismo, la jurisprudencia administrativa: “al respecto, es preciso consignar, en armonía con lo expresado en 
los dictámenes N°s. 14.571, de 2005 y 28.226, de 2007, de esta entidad Fiscalizadora, que tanto la potestad 
sancionatoria penal como la administrativa, constituyen una manifestación del “iuspuniendi” del estado, razón 
por la cual se ha entendido que es posible aplicar los principios del derecho penal al derecho administrativo 
sancionador, lo que se extiende al ámbito de las sanciones disciplinarias que ahora interesan”. Dictamen N° 
34.407, de 2008. 
46 en este punto, es útil recordar que la identidad ontológica debe ser analizada desde una perspectiva normativa. 
así, tal identidad entre dos figuras no garantiza necesariamente el mismo tratamiento jurídico: “nada impide 
al legislador tratar igual a dos seres diferentes por esencia (hombre y mujer) o tratar de modo igual a dos seres 
ontológicamente iguales (libres y esclavos, nacionales y extranjeros). en tal sentido, los ilícitos son de creación 
normativa. “el ilícito no existe en realidad, es creado por la norma, de tal manera que sin norma no puede 
haber ilícito“. Por tanto, es el legislador quien los crea y determina si su régimen jurídico será igual o diverso, tal 
como da cuenta el denominado proceso de despenalización. Nieto (2005), pp. 154-155, citado por Cordero 
Quinzacara (2014), 100.
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específicos que constituyen su razón de ser. en todo lo demás, el derecho disciplinario 
debe recibir y está recibiendo ya por obra de la jurisprudencia y en la letra de la ley en 
conjunto de principios del derecho sancionador que se derivan de la Constitución”47.
así, en Chile, el inciso primero del artículo 38 de la Constitución Política, estatuye 
las bases del régimen estatutario y disciplinario, pues la administración del estado, 
como toda organización jerarquizada, basada en una carrera funcionaria, precisa para 
existir y funcionar correctamente un poder domestico específico sobre sus empleados, 
de tal suerte que si bien la potestad de imponer sanciones sobre éstos es, por esencia, 
consustancial a la administración en tanto organización48, ella debe ceñirse, en los 
términos anotados, al respeto de los derechos fundamentales de los servidores públicos. 
en esa línea, se constata, como bien lo expresa Ramón Parada, que se ha pasado de una 
potestad disciplinaria rigurosamente autoritaria, vinculada al principio de jerarquía, 
a otra sustancialmente diversa en la que priman las garantías del funcionario. así, el 
citado autor observa una penetración de los principios informadores del Derecho Penal 
como tipicidad49, la culpabilidad y la proporcionalidad de las sanciones como entidad 
de las infracciones, lo que reduce la discrecionalidad con la que antes se manejaba la 
responsabilidad disciplinaria50.
en consecuencia, se concluye que la potestad disciplinaria no debe ser entendida 
actualmente como una manifestación de la supremacía especial, sino que como una 
expresión más de la potestad sancionadora administrativa, estrechamente vinculada a la 
potestad organizativa de la administración, en el marco de los valores constitucionales51, 
y se agrega que “la potestad disciplinaria sirve a la administración para la tutela de 
su organización, de modo que ésta pueda cumplir con su función de servicio público 
eficaz, imparcial y con pleno respecto al principio de legalidad. el poder disciplinario 
es, por tanto, un instrumento de que dispone la administración para luchar contra los 
funcionarios que incumplen o abusan de sus funciones en perjuicio de la cosa pública, 
de los derechos y libertades de los ciudadanos”52.
47 sánchez Morón (2008), p. 301.
48 Como norma rectora, es útil transcribir lo preceptuado en el inciso primero del artículo 38 de la Carta Fundamental, 
que al efecto señala: “Una ley orgánica Constitucional determinará la organización básica de la administración 
Pública, garantizará la carrera funcionaria y los principios de carácter técnico y profesional en que deba fundarse, 
y asegurará tanto la igualdad de oportunidades de ingreso a ella como la capacitación y el perfeccionamiento de 
sus integrantes”.
 Desde luego, es todo un acierto del constituyente el reunir en un sólo precepto los mandatos relativos a la 
estructura, fines y personal de la administración, pues, a diferencia de lo que pudiera pensarse, la organización 
y las personas que la encarnan no son cosas diversas, sino que aspectos diversos de una sola realidad. en ese 
orden, es dable advertir que las ideas contenidas en esta disposición constitucional tienen por objeto reconocer, 
al más alto nivel normativo, que la administración del estado al tener una estructura y organización compuesta 
por un número importante y variado de cargos, para el desempeño de funciones administrativas muy variadas y 
complejas, debe, necesariamente, tener una estructura jerarquizada. sobre el tema, Caldera Delgado (1991), 
p.198.
49 en Chile, se discute si rige este principio en materia disciplinaria. al respecto, véase: dictamen N° 8.281 de 2001.
50 Parada (2008), pp.579 y 580.
51 en ese sentido, véase: Marina Jalvo (2006), p. 44 y Gómez tomillo y sanz Rubiales (2013), p. 252.
52 Marina Jalvo (2006), p. 44.
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iii. Responsabilidad de los funcionarios públicos y el principio de 
independencia de la responsabilidad personal
Desde luego, no basta con que se impute responsabilidad al estado, como ente ficticio, 
pues suele ocurrir –en la mayor parte de los casos– que dicha responsabilidad sólo 
es un efecto del incumplimiento de deberes y/o obligaciones específicas que tienen 
los servidores públicos. Más aún, puede que no exista responsabilidad estatal, pero sí 
responsabilidad del funcionario.
en tal sentido, aunque parezca obvio, es menester expresar que en el estatuto admi-
nistrativo no existe norma alguna que establezca la irresponsabilidad administrativa53. 
De aquí entonces que sea conveniente recodar las palabras del insigne administrativista 
chileno, Don valentín Letelier, quien sobre el particular afirmaba: “en la república 
no debe haber funcionarios irresponsables. La responsabilidad de todos es una base 
fundamental e inamisible del régimen democrático. La altura que ciertos funcionarios 
ocupan en la jerarquía del estado no les ampara. si ningún hombre puede eximirse 
de responsabilidad moral cuando ejecuta actos morales, tampoco puede eximirse de 
personalidad jurídica cuando ejecuta actos jurídicos.”
seamos o no funcionario, todos debemos responder de aquellos actos ejecutados de-
liberada y libremente, y por lo mismo, cuando mayor sea la autoridad de que estemos 
investidos, mayor será la responsabilidad que estaremos amenazados”54. 
establecido entonces que los funcionarios públicos están sujetos en su obrar a los 
principios reseñados, es dable apuntar que el incumplimiento del régimen deberes –en 
sentido amplio– puede generar responsabilidad, que puede tener carácter político, 
patrimonial, penal o administrativo. Ocurre, por ejemplo, cuando un funcionario, en 
el desempeño de su cargo, defrauda al estado originándole pérdida de patrimonio. en 
esta situación, concurre responsabilidad penal por ser el hecho constitutivo de delito; 
responsabilidad civil, por el daño causado al patrimonio de la institución y respon-
sabilidad administrativa, por el quebrantamiento a los deberes funcionarios que una 
conducta de tal naturaleza conlleva.
No obstante ello, en este punto corresponde recordar que la regla general es en esta 
materia es el principio de independencia de la responsabilidad, previsto en los artículos 
18 de la ley N° 18.575, y 121 de la ley N° 18.834, en cuya virtud una resolución penal 
no produce efecto alguno en la sanción disciplinaria ya impuesta, ello puesto que con-
forme a la sanción administrativa es independiente de la responsabilidad civil y penal 
que pueda afectar a un funcionario, por lo que las actuaciones o resoluciones referidas 
a ésta, tales como el archivo provisional, la aplicación del principio de oportunidad, 
la suspensión condicional del procedimiento, los acuerdos reparatorios, la condena, 
53 Dictámenes N°s 56.341, de 1963; 19.108, de 1983; 27.248, de 1990; 8.355, de 1992 y 2.887, de 1993.
54 Dictamen de 20 de julio de 1896, citado por Pantoja Bauzá (2008), p. 878.
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el sobreseimiento o la absolución judicial, no excluyen la posibilidad de aplicarle una 
medida disciplinaria en razón de los mismos acontecimientos55.
Dicho lo anterior, cabe señalar que ello admite excepciones, a saber, cuando la autoridad 
administrativa haya aplicado al funcionario la medida de destitución y el tribunal dicta 
sobreseimiento definitivo o la sentencia absolutoria, en alguno de los siguientes casos:
1) si la autoridad administrativa hubiera aplicado a un funcionario la medida disci-
plinaria de destitución, como consecuencia exclusiva de hechos que revisten caracteres 
de delito56 y el tribunal que investigue los mismos hechos dicta, sin embargo, sobresei-
miento definitivo o sentencia absolutoria, fundado en la circunstancia de no constituir 
delito los hechos denunciados, el funcionario deberá ser reincorporado. 
sobre el particular, es abundante la jurisprudencia administrativa57 que señala, como 
requisitos de procedencia de esta excepción: a) que el inculpado sea destituido como 
consecuencia exclusiva de hechos que revisten caracteres de delito, de modo que la 
existencia de otros cargos en el sumario, de cualquier naturaleza que sea, no dan lugar 
a los beneficios de ese inciso primero; y, b) que la justicia ordinaria, pronunciándose 
sobre los mismos hechos que motivaron la sanción administrativa, absuelva al des-
tituido o lo sobresea definitivamente por la causal precisa de no constituir delito los 
hechos denunciados58.
2) si el sobreseimiento definitivo o la sentencia absolutoria se fundan en una causal 
distinta, el funcionario administrativamente sancionado puede pedir la reapertura del 
sumario administrativo, y si en éste también se le absolviere, procederá igualmente 
su reincorporación.
en ambos casos, la reincorporación se hará en el cargo que se desempeñaba a la fecha 
de destitución u otro de igual jerarquía, conservando todos sus derechos. si no fuere 
posible la reincorporación, en los términos reseñados, en el plazo de 6 meses conta-
dos desde la absolución administrativa, el funcionario tendrá derecho a exigir como 
indemnización el pago de la remuneración que le habría correspondido percibir en su 
cargo durante el tiempo que hubiere permanecido alejado de la administración, hasta 
un máximo de tres años, suma reajustada de acuerdo a variación del i.P.C. desde la 
fecha del cese de funciones hasta el mes anterior al de pago efectivo.
55 tal como lo han confirmado, entre otros, los dictámenes N°s. 44.768, de 2007; 16.517 y 64.869, ambos de 2009 
y 24.064, de 2010, del ente Fiscalizador.
56 aunque no es objeto de este estudio, conviene advertir que para cierta doctrina no resulta del todo claro que 
la administración tenga la facultad de aplicar la sanción de destitución, fundado en la circunstancia de que el 
empleado cometió exclusivamente hechos que revisten caracteres de delito, puesto que eventualmente podría 
existir una pugna con el principio constitucional de la presunción de inocencia. véase: González Mondada 
(2004), p. 110.
57 Dictámenes N°s. 40.258 y 17.863, de 1985; 6.362, de 1990; 11.636, de 1998; y 23.070, de 1999.
58 en contra, véase sentencia de Corte suprema, Rol 1545-1998, de 8 de junio de 1998.
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De igual forma, corresponde puntualizar que acorde con la jurisprudencia adminis-
trativa59, si un funcionario acredita haber sido favorecido por sentencia ejecutoriada 
con alguno de los beneficios alternativos al cumplimiento de la condena previstos en 
el artículo 2960 de la ley N° 18.21661, dicho servidor pierde la calidad de condenado 
para todos los efectos legales y administrativos.
ello, por cuanto la omisión de antecedentes que regula tal precepto produce efectos que 
se extienden a cualquier exigencia de orden legal y administrativo que pueda afectar 
al beneficiado en relación con el hecho de haber delinquido, haciendo desaparecer los 
efectos de la condena, de modo que debe considerarse como si no la hubiere sufrido.
Por consiguiente, en tal evento, según corresponda a los hechos materia de cargos, 
procedería ordenar la reapertura del respectivo procedimiento disciplinario y, conforme 
al mérito del proceso, en su caso, decretar la absolución del inculpado. 
1. Responsabilidad Civil
al respecto, es útil recordar que para hacer efectiva la responsabilidad civil que pudiere 
caberle a todas aquellas personas que administran o custodian bienes o fondos públicos 
y que deben rendir cuentas a la Contraloría General respecto de su manejo, es necesario 
que éstas ejecuten acciones o incurran en omisiones imputables a su negligencia que 
causen un perjuicio patrimonial.
asimismo, para que se configure la responsabilidad civil extracontractual que se deman-
da en juicio de cuentas62, deben concurrir la totalidad de sus elementos constitutivos, 
esto es, daño, imputabilidad y relación de causalidad entre los dos primeros elementos. 
Por lo tanto, se requiere precisar el efectivo grado de participación que pueda caberles 
a los demandados en la ejecución de los hechos lesivos. además, debe establecerse la 
calidad de cuentadante la cual se identifica con todas aquellas personas que reciban, 
custodien, administren o paguen con fondos de las entidades sometidas a la fiscalización 
de la Contraloría, y que serán responsables de su uso, abuso o empleo ilegal y de toda 
pérdida o deterioro imputables a su culpa o negligencia. 
Por regla general, se solicita a la justicia ordinaria, pero en el caso de funcionarios 
públicos, puede hacerse efectiva, además en el juicio de cuenta y orden de reintegro.
ese sentido, es pertinente advertir que el artículo 5° de la ley N° 18.575, establece que 
las autoridades y funcionarios deberán velar por la eficiente e idónea administración 
de los medios públicos y por el debido cumplimiento de la función pública.
59 Contenida, entre otros, en dictámenes N°s. 14.430, de 1999; 16.641, de 2001; 16.251, de 2002, y 52.904, de 
2008.
60 actual artículo 38, por la modificación introducida por la ley N° 20.603. 
61 Que establece como penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad. 
62 sobre la materia, véase: Hanssen tallar (2007); Ferrada Borquéz (2012), pp. 299-316; y Cerda Cattan 
(2013), 79, N° 2, pp. 55-81. 
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en el mismo orden de consideraciones, el inciso segundo del artículo 3° de la men-
cionada ley N° 18.575, prescribe que la administración del estado deberá observar 
los principios de responsabilidad, eficiencia, eficacia, control, probidad, entre otros.
a su turno, los artículos 54 y 55 del mismo texto legal, imponen a las autoridades de 
la administración del estado, cualquiera sea su denominación, y a los funcionarios de 
la misma, el deber de dar estricto cumplimiento al principio de la probidad adminis-
trativa, con preeminencia del interés general sobre el particular, exigiendo ese interés 
el empleo de medios idóneos de diagnóstico, decisión y control, para concretar, dentro 
del orden jurídico, una gestión eficiente y eficaz.
Por otra parte, el artículo 60 de la ley N° 10.336, sobre Organización y atribuciones de 
la Contraloría General, establece que todo funcionario cuyas atribuciones permitan o 
exijan la tenencia, uso, custodia o administración de fondos o bienes, será responsable 
de éstos, en conformidad con las disposiciones legales y reglamentarias.
en este sentido, el artículo 85 de dicho texto legal, prescribe que todo funcionario, 
persona o entidad que reciba, custodie, administre o pague con fondos públicos, debe 
rendir cuenta de ellos ante la Contraloría en la forma y plazos que determine la ley.
Por su parte, el artículo 101 de la normativa en cuestión, dispone que serán materia 
de reparos en las cuentas la circunstancia de carecer éstas de alguno de los requisitos 
señalados en dicha ley y, en general, la de omitirse el cumplimiento de cualquiera 
disposición legal o reglamentaria que consulte contribución, aportes o impuestos a 
favor del Fisco u otras instituciones, o que ordene alguna modalidad en la forma de 
efectuar los egresos o rendir cuentas.
acorde con lo anterior, la jurisprudencia del tribunal de Cuentas, ha manifestado que 
para que sea posible imputarle responsabilidad civil extracontractual al cuentadante es 
“necesario determinar si la existencia del perjuicio o menoscabo al patrimonio fiscal que 
se le requiere, fue causa directa y necesaria de la acción u omisión culpable o dolosa 
que se imputa, todo ello en conformidad con las normas pertinentes sobre la materia 
contenidas en el Libro iv, título XXXv del Código Civil”63. 
Precisado lo anterior, y en el ámbito que nos ocupa, es necesario apuntar que, tal como 
lo ha concluido desde antiguo la jurisprudencia administrativa64, la forma como debe 
perseguirse la responsabilidad civil que irroga la pérdida o deterioro de los fondos o 
bienes del estado, en los casos en que el daño aparezca relacionado con la infracción de 
los deberes y prohibiciones funcionarias, comprobada en un sumario administrativo, 
es precisamente a través del juicio de cuentas. a este respecto, es menester precisar, 
que el título vii de ley N° 10.336 no contempla ninguna disposición que exija una 
cuantía mínima para hacer efectiva la responsabilidad de que se trata por la vía del 
juicio de cuentas.
63 sentencia N° 34.867, del Juzgado de Cuentas, recaída en el reparo N° 33.278-2007.
64 Dictamen N° 72.787, de 1971.
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así, según lo establecido en el inciso segundo del artículo 61 de la mencionada ley N° 
10.336, en lo que tiene interés, la responsabilidad civil derivada de hechos investigados 
en un sumario administrativo se hará efectiva en la forma que se establece en el artículo 
129, precepto este último conforme al cual las conclusiones de dicho sumario deben 
considerarse como un reparo para los efectos de proseguir el juicio de cuentas conforme 
a las normas del título vii de la referida ley.
Como puede apreciarse, de la normativa preanotada aparece que todo servidor que 
por un hecho suyo, imputable a su culpa o negligencia, cause daño en un bien estatal 
que se encuentra bajo su administración o cuidado, deberá resarcir los perjuicios que 
hubiere ocasionado.
acorde con lo señalado, entonces, no procede que la repartición ocurrente formule 
directamente, por la vía administrativa, en forma coercitiva, cargos pecuniarios al per-
sonal de la misma que haya incurrido en responsabilidad civil por perjuicios causados 
a los bienes estatales que estén a su cuidado, lo cual, por cierto, es sin perjuicio de 
que una vez afinado el respectivo sumario administrativo, los funcionarios afectados, 
se allanen voluntariamente a resarcir los perjuicios que hayan causado a los bienes de 
que se trata, toda vez que en tal evento no será menester iniciar el juicio de cuentas65.
De esta forma, la responsabilidad pecuniaria que pueda afectar al encausado en el 
proceso administrativo, deberá establecerse ante los órganos jurisdiccionales correspon-
dientes, esto es, los tribunales ordinarios de justicia o el juzgado de cuentas, existiendo 
en este último caso un plazo de caducidad para interponer66.
en tal orden, debe considerarse que la jurisprudencia del tribunal de cuentas67 ha 
puntualizado, en relación a la sanción de caducidad prevista en el artículo 96 de la 
ley N° 10.336, que la interposición del reparo que da inicio a un juicio de cuentas 
produce el efecto natural de interrumpir el plazo de caducidad contemplado en esa 
norma, sin exigir además, la notificación del reparo dentro de ese plazo. en efecto, la 
sanción procesal en comento difiere de la prescripción en materia de responsabilidad 
civil extracontractual, la cual se somete en cuanto a sus requisitos, plazos y efectos, a 
las normas contenidas en el título XXXv del Código Civil.
así, el plazo de un año contemplado en el artículo 96 de la ley N° 10.336 para el 
ejercicio de la acción en el juicio de cuentas, debe contarse desde que se reciben las 
cuentas para su examen por la Contraloría68.
65 Dictamen N° 1.688, de 2003. 
66 Dictámenes N° 32.919 y 30.410, ambos de 1995.
67 Resolución de fecha 10 de marzo de 2015, recaída en el reparo N° 156-2014, del Juzgado de Cuentas. 
68 en ese sentido, tribunal de Cuentas de segunda instancia en su sentencia tC -2: st: 000369, de 2012.
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2. Responsabilidad Penal
se origina cuando la conducta del funcionario coincide con los presupuestos que el 
legislador ha establecido para determinar la concurrencia de un delito.
Desde nuestro punto de vista, nos interesa destacar que lo difícil que es determinar 
el bien jurídico bien protegido, pues en el título v del Libro ii del Código Penal se 
agrupan una serie de delitos funcionarios, atendiendo más bien al sujeto activo (em-
pleado público), que al bien jurídico determinado e inclusive no todos exigen que el 
sujeto activo sea un funcionario público, generando una confusión en torno a qué es 
lo que se busca proteger.
así, se la doctrina penal ha sostenido que la concepción político criminal del legislador 
patrio consiste en agrupar bajo el referido título una serie de delitos cuyo elemento 
común parece ser, simplemente, la calidad especial del sujeto activo69.
en principio, se podría sostener que la doctrina penal se ha uniformado en el sentido 
de afirmar que el bien jurídico tutelado en este caso sería la recta administración de 
justicia (en sentido amplio)70 y se agregaría que cuando es el funcionario público el 
que comete el delito, se quebranta un “deber específico”71.
 empero, Rodríguez y Ossandón indican que, si bien es cierto que la noción de correcto 
desempeño de la función pública permite explicar el sentido de protección de la totalidad 
de las figuras del título v del Libro ii del CP, no debe perderse de vista que éste es un 
bien jurídico de naturaleza institucional o supraindividual, que se estructura sobre la 
base de caracteres esencialmente normativos, los que varían de un delito a otro. De ahí 
que es necesario precisar, frente a cada delito, los aspectos concretos que se pretenden 
tutelar, los que pueden ser: decisión del caso conforme a derecho, preservación de la 
imparcialidad, actuación conforme a garantías procedimentales, etc. 
Concluyen que al hablar de función pública se alude al correcto funcionamiento de 
la administración pública, esto es, “(…) la función de prestación a los ciudadanos y el 
cumplimiento de los criterios objetivos correspondientes a los fines del estado social y 
69 en este sentido, etcheberry sostiene“(…) el legislador parece haber agrupado aquí las infracciones atendiendo al 
sujeto activo [los empleados públicos], y no al bien jurídico tutelado (…) sin embargo, resulta claro que el legislador 
debe haber tenido en consideración algún bien jurídico particular dentro del título v, ya que encontramos en 
varios otros títulos del Código diversas infracciones que también son cometidas por empleados públicos en el 
desempeño de sus cargos, y que no se reglamentan en este título. etcheberry (2001), p. 203-204.
70 entre los autores, Labatut expresa que “aunque la diversidad de infracciones agrupadas en el presente título trae 
aparejada la lesión de diferentes bienes jurídicos, todas ellas presentan un denominador común: la protección de 
la buena y ordenada marcha de los servicios públicos”. Labatut (1977).
 Politoff-Matus-Ramírez sostienen que como bien jurídico protegido de manera común por todas estas figuras 
puede postularse el recto funcionamiento de la administración pública, cuyos funcionarios tienen un deber 
especial frente a la consecución de sus finalidades en orden a la prosecución del bien común, lo que justifica el 
diferente tratamiento penal que se les dispensa, mediante la construcción de “delitos especiales”, sin perjuicio de 
las particularidades de cada delito. Politoff, Matus y Ramiréz (2005), p. 488.
71 este deber confiere una mayor relevancia a las infracciones contra la administración pública cuando su autor es 
un empleado público, ya que a la ofensa del bien jurídico protegido se añade el quebrantamiento de un deber 
específico.” etcheberry (2001), cit, p. 204.
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democrático de Derecho. en particular, ello se concreta en los principios de objetividad, 
imparcialidad y eficacia que informan la actuación de las administraciones públicas”72.
3. Responsabilidad administrativa
Como bien afirma Garrido Falla, “que declaración en que consiste el acto adminis-
trativo se forma a través de un procedimiento es el efecto de una doble causa: de una 
parte, el hecho de que siendo la administración una persona moral, su voluntad se 
forma mediante la actuación de una serie de voluntades correspondientes los titulares 
físicos de sus órganos; de otra, el hecho de que consecuencias de las exigencias propias 
del estado de Derecho, se ha tendido cada vez más a una juridificación del actuar 
administrativo…”73
en la materia de que se trata, nos interesa poner de relieve la primera de estas pers-
pectivas, esto es, que al ser el estado una persona jurídica, carece de voluntad propia, 
por lo que requiere de personas naturales, sus empleados, quienes actuando en el 
ejercicio de un cargo puedan imputarle su voluntad a aquél para valga como voluntad 
del respectivo órgano74.
en otros términos, atendida la impersonalidad del estado, el obrar de los funcionarios 
públicos por la relación orgánica que se genera se considera como una actuación de 
la administración del estado, siendo menester entonces que el proceder de ellos deba 
sujetarse rigurosamente al régimen de obligaciones, deberes y prohibiciones que les 
impone el estatuto laboral al que se hallen vinculados la entidad pública de que se trate. 
así, como bien se sabe, la responsabilidad administrativa, de manera genérica, se 
encuentra consagrada en la Constitución Política de la República, entre otros, en los 
artículos 6°, 7° y 38, disposiciones que hacen referencia a las responsabilidades que 
pueden emanar de actuaciones de órganos del estado y sus funcionarios, así como 
también, la ley Nº 18.575, de Bases Generales de la administración del estado, con-
templa en su artículo 18 el principio de la responsabilidad administrativa.
Como la responsabilidad administrativa afecta a los servidores públicos, práctica-
mente la totalidad de los cuerpos legales que regulan sus relaciones con alguno de los 
órganos integrantes de la administración del estado, es decir, en los estatutos de su 
personal, existen normas relativas a obligaciones y deberes cuyos incumplimientos o 
inobservancias pueden generar dicha responsabilidad; procedimientos para hacerlas 
efectiva, y medidas disciplinarias que es posible aplicar. entre ellos, destacan el estatuto 
administrativo contenido en la ley Nº 18.834, de aplicación más o menos general y 
el estatuto administrativo contenido en la ley Nº 18.883, relativo a los funcionarios 
municipales.
72 Rodríguez Collao y Ossandón (2008), p. 101.
73 Falla Garrido (1994) p. 472.
74 Molina Guaita (2009), pp.98-99. 
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en esencia, los procesos disciplinarios persiguen, en primer lugar, investigar los he-
chos denunciados a fin de determinar si tales hechos se verificaron, o no. en segundo 
lugar, intentar individualizar al o a los funcionarios que hubieren podido participar 
en los hechos y, finalmente, determinar si los hechos comprobados constituyen o no, 
infracción a alguna/s obligación/es administrativa/s.
así, el sumario administrativo o la investigación sumaria constituyen, antes que nada, 
una garantía establecida a favor de los funcionarios de la administración Pública, ya 
que, como se ha dicho, sólo a través de este tipo de procedimientos se puede determinar 
su responsabilidad administrativa e imponer una sanción disciplinaria, si correspon-
diere, en concordancia con el resultado del proceso sumarial. Dicho de otro modo, la 
instrucción de una investigación sumaria o de un sumario administrativo garantiza 
que el funcionario no sufrirá consecuencias arbitrarias o ilegales a raíz de los hechos 
que se investigan, garantizando que tenga un debido proceso.
La instrucción de la investigación sumaria o sumario administrativo constituye una 
obligación para la autoridad correspondiente y en su ejecución debe procederse según 
lo normado por el estatuto administrativo.
en tal orden, la Contraloría ha señalado que cuando la autoridad administrativa 
observa que un funcionario tiene un comportamiento inadecuado respecto de otros 
funcionarios o de los usuarios del servicio, deberá evaluar la situación de manera 
objetiva, considerando especialmente los efectos de esa actitud sobre el funcionamiento 
y el quehacer de la institución, tanto en cuanto a su gestión interna como en la 
juridicidad, eficiencia, eficacia, oportunidad, continuidad y calidad del cumplimiento 
de sus funciones de servicio público.
 Basada en esa evaluación, la jefatura, según el mérito y gravedad del diagnóstico de lo 
sucedido, podrá adoptar al respecto diversas decisiones, tales como: disponer la apertura 
de un proceso disciplinario si estima que podría estar comprometida la responsabilidad 
administrativa del funcionario; ordenar una anotación de demérito en su hoja de vida 
para los efectos de sus calificaciones si concluye que la infracción a sus obligaciones y 
deberes no puede ser objeto de medidas disciplinarias; o efectuar adecuaciones internas 
en la unidad donde se haya producido la situación de conflicto (v. gr.: destinación) si 
es que su gravedad no reviste una envergadura tal que amerite alguna de las medidas 
antes indicadas, dentro del orden jurídico aplicable75.
iv. Presupuestos de la Responsabilidad Disciplinaria 
Como lo acabamos de mencionar, existirá responsabilidad administrativa sólo 
cuando un funcionario público deba soportar las consecuencias o sufrir los efectos 
de una conducta suya que contravenga el régimen de obligaciones, prohibiciones 
75 Dictamen N° 53.49, de 2007.
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o incompatibilidades que le corresponde respetar en su calidad de tal, mediante la 
aplicación de una medida disciplinaria.
en efecto, la falta disciplinaria dentro de la administración del estado implica una 
violación del funcionario a su régimen de deberes, o sea, a las obligaciones contraídas 
por él en virtud del vínculo de la función pública. así, la falta disciplinaria ha sido 
definida como “aquella acción u omisión culpable del funcionario, por la cual vulnera 
o infringe sus deberes, obligaciones o prohibiciones”76.
No obstante, atendido que tal concepto es restrictivo, toda que no comprende al 
personal de la administración que se encuentra contratado bajo las normas del 
Código del trabajo, los que, conforme a la jurisprudencia de la Contraloría General 
que puntualizaremos más adelante, están sujetos a la responsabilidad administrativa.
Por tal motivo, para efectos de este trabajo entenderemos por infracción disciplinaria 
aquella conducta, sea acción u omisión, culpable cometida por un servidor que 
ejerce funciones públicas en virtud de un estatuto laboral que lo vincula con la 
administración, por la cual se transgrede el régimen de deberes, obligaciones o 
prohibiciones al que se halla sometido.
en concreto, para que exista falta administrativa sancionable, es indispensable que 
concurran ciertos presupuestos previos, sin los cuáles, o bien no existe ningún tipo de 
responsabilidad o el funcionario implicado tiene responsabilidad, pero no de índole 
administrativa:
1. La actuación que la configura debe emanar de una persona que 
tenga la calidad de agente o funcionario público, al momento de 
iniciar el respectivo procedimiento
Las infracciones que cometan las personas que se desempeñen en la administración 
Pública en una calidad distinta a la de funcionarios públicos deben ser sancionadas 
conforme a las normas particulares que rigen sus labores en cada caso, no siéndoles 
aplicables las normas sobre responsabilidad disciplinaria establecidas en la ley N° 
18.834, para los funcionarios públicos, vale decir, para quienes se desempeñen en 
cargos de planta o a contrata, lo cual no significa en caso alguno sostener que aquellos 
están exentos de responsabilidad administrativa. 
así, no procede hacer efectiva la responsabilidad administrativa al personal contratado 
sobre la base de honorarios en una investigación sumaria o en un sumario administra-
tivo, porque no tienen la calidad de funcionario o empleados públicos y, en tal virtud, 
están marginados de los deberes y obligaciones propias de estos servidores, contenidas 
en los respectivos estatutos administrativos. Por lo tanto, no se encuentran sujetos a 
76 González Méndez (1998), p. 98.
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la ley N° 18.834, lo que impide investigar y establecer la eventual responsabilidad 
administrativa que pueda asistirles. en caso que se hubiere incoado un procedimiento 
sumarial respecto de personal que presta servicios sobre la base de honorarios, corres-
ponde absolverlo.
ello es sin perjuicio que si dichas personas incurren en actos que contravengan las 
normas o estipulaciones contenidas en el instrumento de su contratación, la autoridad 
administrativa competente ponga término a ese contrato, y si las circunstancias lo 
ameritan, se recurra a los tribunales Ordinarios de Justicia para perseguir las respon-
sabilidades que en derecho correspondan77.
empero, esta tesis no es pacifica, pues la Contraloría, ha extendido la aplicación de la 
responsabilidad administrativa a las personas que ejercen funcionas sobre la base de 
honorarios y, por tanto, no son funcionarios públicos.
en efecto, la responsabilidad administrativa del contratado a honorarios no se genera 
en la violación del régimen de deberes funcionarios en el estatuto administrativo, el 
cual desde luego no se puede aplicar a estos individuos, que se rigen por sólo por las 
disposiciones del respectivo contrato celebrado con la administración, sino que se 
le imputa por la infracción al principio de probidad administrativa regulado, entre 
otros, en la ley N° 18.575.
en este sentido, se ha sostenido que el principio de probidad no sólo alcanza a los 
empleados o funcionarios públicos sino que también a las personas contratadas 
sobre la base de honorarios, como quiera que estas últimas también tiene el carácter 
de servidores estatales, en la medida en que prestan servicios al estado en virtud de 
un contrato con el órgano público. estos órganos, por su condición de tales están 
impedidos de celebrar convenios que puedan comprometer el interés público, cuya 
protección justifica muchas veces de las limitaciones que se han establecido respecto 
de esta forma contractual78.
en este punto, es menester destacar, además, que existe una modalidad de contratación 
a honorarios, en que la jurisprudencia administrativa ha ido extendiendo el ámbito 
la responsabilidad disciplinaria: los agentes públicos.79 en efecto, tal como lo ha 
expresado Contraloría General, entre otros, en sus dictámenes N°s. 4.463, de 2002 
y 19.489, de 2010, las personas contratadas con el carácter de agentes públicos, 
deben ser consideradas funcionarios públicos, fundamentalmente para efectos de la 
responsabilidad administrativa.
en consecuencia, si de los antecedentes de la investigación de que se trata, aparece 
que los hechos configuran una irregularidad administrativa, y que en ellos han 
77 Dictámenes N°s. 30.018, de 1993, y 14 del año 1996.
78 Mendoza Zúñiga y aguerrea Mella (2012), p. 261. 
79 Las leyes de presupuestos suelen habilitar a la administración para contratar a funcionarios con cargo a los fondos 
de consultan en esta modalidad y determinar que quedan sujetos a la responsabilidad administrativa. al respecto, 
véase: la glosa 04, letra d, del subtítulo 15 gastos, programa 01, capítulo 03, partida 13, del presupuesto del 
Ministerio de agricultura, fijado en la ley N° 20.798, de Presupuestos para el año 2015. 
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tenido participación los servidores contratados como agentes públicos que poseían 
esa condición a la data en que se ordenó la investigación, el procedimiento deberá 
continuarse hasta su normal término, según lo previsto en el artículo 147, inciso final 
de la ley N° 18.834, y a lo expresado por la jurisprudencia administrativa, contenida 
en los dictámenes N°s 47.071, de 2001 y 57.956, de 2010, entre otros.
a continuación, tratándose del personal que presta funciones en virtud de un contrato 
de trabajo, es útil señalar la jurisprudencia administrativa80 de la Contraloría General 
ha expresado que ellos se encuentran afectos a responsabilidad administrativa, y que 
ella deber ser perseguida mediante la instrucción de una investigación sumaria, la 
que no requiere sujetarse a reglas rígidas de tramitación, pero debe cumplir con los 
principios generales del derecho, permitiendo al afectado defenderse de las situacio-
nes que se le imputan. Dichas faltas administrativas pueden ser sancionadas con el 
término del código laboral por alguna de las causales contempladas en el artículo 160 
del tal texto legal.
en el caso que las infracciones establecidas no revistan gravedad suficiente como para 
aplicar el término de los servicios de los responsables, solo podrá sancionárseles con 
alguna de las medidas disciplinarias contempladas en el N° 10, del artículo 154 del 
Código del trabajo, esto es, amonestación verbal o escrita y multa de hasta un 25 por 
ciento de la remuneración diaria, en la medida que estén contempladas en el respectivo 
reglamento interno del servicio, dictado acorde al artículo 153 del citado Código del 
trabajo. en el caso de que el servicio respectivo no cuente con el correspondiente regla-
mento interno no podrá aplicarse otra medida disciplinaria que no sea el término del 
contrato de trabajo, debiendo, en caso que la ponderación de los hechos lo permitan, 
sobreseer de responsabilidad administrativa a los inculpados.
Por otra parte, es menester hacer presente que los servidores que haya dejado de perte-
necer a la administración Pública, no pueden ser sometidos a un proceso disciplinario 
ni ser objeto de medidas disciplinarias, antes de la instrucción de correspondiente 
procedimiento, por cuanto tal sanción carecería de objeto81.
80 Contenida en los dictámenes N°s. 62.74, de 54.831 y 73.468, ambos de 2011; 52.320, de 2013
81 en único autor, al menos que nosotros conocemos, que disiente con esta posición es el profesor Marienhoff, quien 
sostiene que no debe generalizarse está solución. afirma que debe distinguirse si la administración Pública conocía, 
pudo o debió conocer los hechos que justifican la sanción disciplinaria. en este caso, la medida disciplinaria podría 
aplicarse aún después de que el funcionario cese en sus funciones, pues lo contrario significaría amparar a quienes 
proceden dolosamente, lo que sería antijurídico. vid. Marienhoff (1995), p.415. en contra, se ha refutado indicando 
que “el fundamento del poder disciplinario de la administración Pública, es de orden o unión constitutivo de su 
organización, en razón de la preeminencia que inviste todo ser organizado respecto de cualquier actividad que lo 
comprometa en su orden y eficacia, en tanto medio de realización del fin común. este fundamento genérico se 
traduce, en el caso de los agentes públicos, en la especifica subordinación de éstos a la organización administrativa; 
esta sujeción no es de carácter personal, sino patrimonial. No es la persona del agente, sino su actividad puesta al 
servicio de la organización de la administración, la que se encuentra subordinada a ésta.
 al cesar dicha actividad (por jubilación, renuncia o cesantía), se extingue la subordinación a la que aquélla se 
encontraba sometida y, consecuentemente, desaparece el fundamento o ratio iuris del poder disciplinario.” Goane, 
Mario (1998), p. 1055.
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en ese contexto, resulta menester tener presente que el parecer general de la doctrina82 
ha sido el de entender que la responsabilidad administrativa dura mientras subsiste la 
vinculación con la administración y termina con la extinción de ella, de tal manera que 
si se detecta una eventual responsabilidad administrativa en relación con un funcionario 
que legalmente ha dejado de serlo, por haber cesado en su cargo, esa responsabilidad, 
como norma casi absoluta83, ya no podrá perseguirse84.
en este sentido, se han pronunciado los tribunales de justicia, para quienes “las me-
didas disciplinarias rigen respecto de los funcionarios que se encuentran prestando 
servicios, situación que no ocurría respecto de la recurrente85, de manera que la 
aplicación de la medida de destitución vulnera las garantías de igualdad ante la ley, 
ya que importa hacer una discriminación aplicando un estatuto a una persona que 
no corresponde; la libertad de trabajo, puesto que la medida conlleva una inhabili-
dad para ejercer cargos públicos; y el derecho de propiedad, en cuanto la recurrente 
tiene derecho a la estabilidad en el empleo, mientras no exista una causa legal que 
permita el cese de esas funciones”86.
Con todo, el que un funcionario que sea objeto de un proceso disciplinario haya 
dejado de pertenecer a la administración Pública durante la tramitación de una in-
vestigación sumaria o sumario administrativo87 en que tenga la calidad de inculpado, 
no impide la aplicación de la medida disciplinaria que proceda, la cual se dictará para 
el solo efecto anotarla en su hoja de vida, conforme al inciso final del artículo 147 de 
la ley Nº 18.834 88.
así, la institución Contralora ha interpretado el alcance del referido inciso final del 
artículo 147, en cuanto a que la expresión “si se encontrare en tramitación”, que emplea 
dicha norma estatutaria, se refiere al instante en que se emite la resolución exenta que 
ordena la instrucción del respectivo proceso sumarial89.
De igual forma, se ha concluido que tratándose de un exfuncionario que expiró en sus 
funciones con anterioridad a la data en que se dispuso la instrucción del correspondiente 
sumario administrativo, su posterior reincorporación como servidor público no permite 
82 silva Cimma (1993), p. 60, y soto Kloss (1975), p. 171.
83 excepción a este predicamento lo constituye la responsabilidad del alcalde y de los concejales, la que puede 
hacerse efectiva dentro de los seis meses siguientes al término de su período edilicio, de acuerdo al artículo 51 
bis de la ley N° 18.659, Orgánica Constitucional Municipalidades, agregado por el numeral 5) del artículo 1° 
de la ley N° 20.742 -que Perfecciona el Rol Fiscalizador del Concejo; Fortalece la transparencia y Probidad en 
las Municipalidades; Crea Cargos y Modifica Normas sobre Personal y Finanzas Municipales-.
84 en ese sentido, véanse los dictámenes N°s. 37.009, de 1998; 43.792, de 2009; 11.077, de 2010; 21.376, de 
2011; 35.806, de 2012 y 85.273, de 2013. 
85 el destacado en nuestro.
86 Corte de apelaciones de temuco, causa Rol N° 1023-2010, sentencia de fecha 31 de agosto de 2010. 
87 si bien el precepto se refiere expresamente a los “sumarios administrativos”, la jurisprudencia administrativa de 
la Contraloría entiende que también comprende las “investigaciones sumarias”. vid. Dictamen N° 31.599, de 
1990, en Gaceta Jurídica (1990), N° 125, pp.124 y 125. en contra, Corte de apelaciones de Concepción, causa 
Rol N° 360-2010, caratulada “Cáceres con Fiscal de la seremi MOP”, de fecha 9 de septiembre de 2010. 
88 Dictámenes N°s. 8.035, 12.185, 12.817 y 13.463, todos de 1990.
89 a través de los dictámenes N°s. 61.305, de 2005 y 39.763, de 2011.
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hacer efectiva la responsabilidad administrativa que pudiera asistirle con motivo de 
los hechos indagados en el respectivo procedimiento disciplinario, ya que ésta última 
se encuentra extinguida y no renace con ocasión de su reingreso, puesto que éste ha 
dado origen a un nuevo desempeño laboral jurídicamente diferente y completamente 
desvinculado del precedente90.
2. Dicha actuación –acción u omisión– debe consistir, 
precisamente, en el quebrantamiento de una obligación, prohibición 
o incompatibilidad funcionaria
el fundamento doctrinario de la existencia de las obligaciones, prohibiciones o in-
habilidades de los funcionarios se encuentra en la naturaleza misma de la actividad 
que realizan los funcionarios públicos, es decir, la satisfacción de las necesidades de 
la comunidad. es por eso que el legislador está interesado en que esa atención a las 
necesidades de la comunidad no se interrumpa, siendo las obligaciones de carácter 
permanente; ni se vean afectadas por problemas de conflictos de intereses, por lo 
que establece prohibiciones; ni muchos menos se afecten la probidad y trasparencia, 
procurando las respectivas normas sobre inhabilidades.
así, según lo previene el artículo 119 del estatuto administrativo: “el empleado que 
infringiere sus obligaciones o deberes funcionarias podrá ser objeto de anotaciones de 
demérito en su hoja de vida o de medidas disciplinarias”. 
Por su parte, el artículo 46, inciso segundo, de la mencionada ley N° 18.57591, pres-
cribe que: “el desempeño deficiente y el incumplimiento de las obligaciones deberá 
acreditarse en las calificaciones correspondientes mediante investigación o sumario 
administrativo”.
Distinguiendo el proceso calificatorio y el sumario administrativo, la jurisprudencia 
de la Contraloría ha sostenido que ambas persiguen finalidades distintas.
en efecto, el Órgano Contralor ha precisado que “el proceso evaluatorio y el proce-
dimiento persiguen fines distintos; calificar el desempeño funcionario, el primero, y 
establecer responsabilidades por faltas cometidas, aplicando las sanciones correspon-
dientes, el segundo, de modo un funcionario puede ser objeto de una medida disci-
plinaria y experimentar una rebaja de su calificación por los mismos hechos, con la 
única limitación que tales hechos sólo es posible considerarlos una vez en su evaluación, 
sea cuando ellos ocurrieron, como en el caso en estudio, o al sancionar al infractor92.
90 Dictamen N° 958, de 2002, en Gaceta Jurídica N° 260, febrero de 2002, pp. 192 y 193. 
91 en adelante, LOBGae
92 (Dictámenes n°s 58.201 y 55.860, de 1969 y 33.849, de 1993).
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en igual sentido, la jurisprudencia judicial93 ha puntualizado que “la anotación de 
demérito en la hoja de vida no puede ser calificada como ilegal, toda vez que la potestad 
legal para ordenar aquello fluye del título v “De la Responsabilidad administrativa” 
de la ley 18.883, estatuto administrativo para Funcionarios Municipales”.
Observa luego que esa legislación distingue entre la infracción de deberes u obliga-
ciones funcionarias, frente a la cual el infractor puede ser objeto de una anotación de 
demérito en su hoja de vida o de medidas disciplinarias que deben acreditarse mediante 
investigación sumaria o sumario administrativo.
Prosigue el fallo haciéndose cargo de una “posible violación del principio Non Bis in 
idem”, basado “en la anotación de demérito y el inicio de una investigación sumaria 
derivada de un solo hecho, como es la reiteración de atrasos”, para lo cual tiene presente 
que la anotación “no es una sanción contemplada en la ley de manera que su estampado 
en la hoja de vida no puede por ser calificada como tal por muy gravosa” que sea en la 
apreciación de la afectada. La sentencia puntualiza que “la potestad sancionadora no 
se agota con la anotación de demérito en la hoja de vida funcionaria que busca sólo 
dejar un antecedente apto para el proceso de calificaciones”.
Por último, es dable apuntar que los deberes funcionarios94 podrían clasificarse en 6 
grupos95: 1) genéricos; 2) relativos a la probidad; 3) relativos a la trasparencia; 4) rela-
tivos a las autoridades y jefaturas; 5) destinados a prevenir conflictos de intereses: 6) 
intereses propios y familiares, regalos, uso de recursos públicos, contrataciones públicas 
y litigios judiciales: y, 6) relativos a las actividades laborales o profesionales paralelas o 
posteriores a las que se ejecutan en la administración del estado96.
3. La participación que en ella corresponda al funcionario debe ser 
culpable. Los elementos subjetivos.
Los elementos subjetivos dicen relación directa con el espíritu o conciencia del sujeto y 
están constituidos por la culpabilidad entendida en su sentido amplio, conformada a su 
vez por la imputabilidad, por la culpabilidad en sentido estricto y por la exigibilidad97. 
 se traduce, pues, en la representación síquica que realiza el funcionario respecto a la 
ilicitud de su actuar, en términos tales que atendidas las circunstancias concretas del 
93 Corte de apelaciones de iquique, causa Rol N° 522-201o, caratulada “vallette Chacón con Municipalidad de 
iquique”, sentencia de fecha 2 diciembre de 2010 , fallo ratificado por la Corte suprema, en Rol N° 9.567-2010.
94 Para una fácil comprensión de la materia, se han agrupado en el término deberes tanto las obligaciones propiamente 
tales que pesan sobre los funcionarios, como también las prohibiciones a que están sujetos los mismos.
95 al respecto, véase: Rajevic Mosier (2009), pp. 49 y sgtes. 
96 Por su objetivo, en este trabajo no se estudiarán, lo que deberá efectuarse en un próximo estudio.
97 san Martin Cerruti (2010), pp. 5-6. Disponible en línea:
 http://www.contraloria.cl/NewPortal2/portal2/showProperty/Bea%20Repository/Portal/actualidad/
actividades/seminarios/9-10122010/Zona_sur/apuntes_sumarios_admin.pdf (última revisión, el 14 de marzo 
de 2015). 
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caso, el infractor pudo perfectamente comprender y obedecer los mandatos y prohi-
biciones impuestos por la normativa vigente. 
Como el Derecho administrativo sancionador, rige el principio de la culpabilidad, en 
virtud del cual queda erradicado del orden sancionatorio disciplinario la responsabili-
dad objetiva, esto es, sin dolo o culpa. Por lo tanto, no cabe en ningún caso imponer 
sanción, en esta caso, disciplinaria, a quien no pueda dirigírsele un reproche personal 
por la ejecución de la conducta prohibida98.
La imputabilidad es el conjunto de condiciones relativas a la madurez mental y a la 
salud psíquica que hacen posible a una persona el conocimiento del deber99.
a) La culpabilidad en sentido estricto, implica determinar si el sujeto ha actuado con 
intención de procurar alguna consecuencia o no. 
b) La exigibilidad, es la posibilidad de obligar teóricamente a una persona imputable 
que ajuste su comportamiento al ordenamiento jurídico que le es aplicable.
el funcionario responsable de la investigación es quien debe ponderar, en una primera 
etapa, conductas específicas de los inculpados, y cuando proceda, configurar la 
actuación irregular, la que condicionará la procedencia de la sanción. 
Dicho análisis corresponde a un proceso que debe efectuarse globalmente, en que el 
examen de cada elemento se da simultáneamente y en armonía con los demás que dan 
origen a la responsabilidad, debiendo analizarse y considerarse la eventual existencia de 
circunstancias que pueden impedir que se genere responsabilidad o que la atenúen o 
agraven -eximentes, atenuantes, agravantes- y que son esenciales para la determinación 
del resultado final de la investigación100.
así, por ejemplo, la infracción de sus obligaciones y deberes no les es imputable por 
razones de salud, es decir, aquéllos que los han infringido a causa de una enfermedad.101
Para estos casos, la Contraloría General de la República ha dicho: 
“si en un proceso sumarial se advierten claros inicios de inimputa-
bilidad de un inculpado, derivados de su estado de salud mental, 
que podrían eximirlo de la responsabilidad administrativa que le 
asiste con motivo de irregularidades funcionarias en que ha incu-
rrido, cualquiera sea la naturaleza de estas, debe requerirse antes 
de aplicar una sanción, un informe de la respectiva comisión de 
medicina preventiva e invalidez acerca del estado de salud mental 
del sumariado, durante la época en que se cometieron las faltas y 
la influencia que este haya tenido en su facultad de obrar libre y 
98 en este sentido, en el ámbito del derecho sancionador, vergara Blanco (2004), p.143.
99 san Martin Cerruti (2010), p. 6.
100 ídem. 
101 “De antecedentes sumariales adjuntos, se infiere que inculpado padece de alcoholismo crónico, circunstancia que, 
constituye un indicio de inimputabilidad que podría eventualmente desvirtuar su responsabilidad administrativa.” 
Dictamen N° 21.441, de 2000. 
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racionalmente. así, si la citada comisión establece que al momento 
de incurrir en las irregularidades que se le acusa al inculpado, este 
no poseía el suficiente juicio y discernimiento como para imputar-
le responsabilidad por aquellas, se deberá ordenar la invalidación 
de la respectiva resolución sancionatoria, disponiéndose luego la 
absolución o el sobreseimiento del inculpado según corresponda, 
sin desmedro de que luego se solicite a esa misma comisión un 
nuevo informe, para que se pronuncie acerca de si el estado de 
salud del encausado es recuperable y de no serlo se deberá poner 
término a sus funciones acorde las normas de la ley 18.834”102.
v. Conclusiones 
1. La administración del estado tiene, en su carácter de organización, una potestad 
disciplinaria que ejerce sobre sus empleados. ella se materializa, en lo que aquí interesa, 
en la posibilidad de imponer medidas disciplinarias, las que están consagradas en los 
cuerpos laborales de los servidores públicos. 
2. el fundamento y la naturaleza de las infracciones funcionarias son debatidas en 
el derecho comparado, particularmente en la literatura española. así, la mayoría de 
los autores consultados sostiene que existe una identidad entre las infracciones dis-
ciplinarias y el resto de las faltas administrativas generales, por lo que extienden la 
aplicación de los principios de derecho penal a aquél ámbito, fundado, precisamente, 
en la doctrina del iuspuniendi estatal. en todo caso, cualquiera sea la posición que 
se adopte, se observa que el ejercicio de la potestad disciplinaria, como todo poder 
público, debe ceñirse rigurosamente al principio de juridicidad consagrado en nuestro 
ordenamiento jurídico, lo que implica que la decisión adoptada sea justa, desprovista 
de discriminación y proporcional a la falta y al mérito del respectivo proceso.
3. en Chile, la doctrina no efectuado un análisis sistemático de esta potestad, ni 
tampoco de su naturaleza y el fundamento de las infracciones disciplinarias, siendo 
en definitiva la Contraloría General de la República, a través de su jurisprudencia 
administrativa, la entidad que ha tratado el tema. Por ello, se procedió a efectuar 
un examen de la materia de que se trata, detectándose como temas relevantes, entre 
otros, el principio de independencia de la responsabilidad de los servidores públicos 
y el concepto de infracción disciplinaria. 
4. enseguida, se analizaron los presupuestos de la responsabilidad disciplinaria, 
haciéndose presente que la jurisprudencia administrativa ha extendido su ámbito de 
aplicación a personas que se encuentran ligadas con la administración del estado por 
un vínculo distinto al tradicional de naturaleza estatutaria. asimismo, se advirtió que 
102 Dictamen Nº 42.217, de 2002.
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solamente procederá determinar la responsabilidad de que se trata a un servidor pú-
blico que hubiese transgredido su régimen de obligaciones, deberes y/o obligaciones, 
distinguiéndose, además, los procedimientos disciplinarios del proceso calificatorio, 
atendida sus diversas finalidades. 
5. Por último, se sostuvo que para imputar responsabilidad es menester que en 
términos genéricos el servidor de que se trate hubiese sido culpable, en términos tales 
que al momento de realizar la acción o incurrir omisión reprochada, hubiese tenido 
posibilidad de comprender lo antijurídico de su proceder.
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